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Carreteras bloqueadas 

El Congreso frente a Becerril

Cultura ante 
una crisis

L a gravísima denuncia 
contra Héctor Becerril 
se ventilará este lunes 
en la Comisión de Ética 
del Congreso. Él habría 

recibido un soborno de parte de la em-
presaria Mirtha Gonzales Yep, para 
favorecer a una empresa en Chiclayo. 

Gonzales Yep declaró al programa 
“Cuarto Poder” que adquirió distintos 
acabados, que fueron instalados en la 
casa del congresista, en Trujillo. 

La elección de los acabados había 
estado a cargo de la esposa de Héctor 
Becerril en la tienda Decor Center de 
La Molina.

La empresaria sostiene que los tres herma-
nos Becerril Rodríguez le pidieron y exigieron 
el pago de coimas. Uno de los hermanos está 
prófugo; el otro, sentenciado; y el tercero, Héc-
tor, en el Congreso. 

La denuncia de Gonzales Yep es importante. 
Tiene las facturas, vouchers, conversaciones en 
WhatsApp y toda la historia. 

Los porcelanatos para la casa de Héctor Be-
cerril develarán no solo un negocio ruin y ver-
gonzoso, sino la manera de operar de una or-
ganización criminal. Se ha denominado Los 
Temerarios del Crimen. 

El congresista y sus hermanos, en esta de-
nuncia, se mostraban como quienes conse-
guían los libramientos presupuestales para 
el municipio de Chiclayo. Este adjudicaba las 
obras y la organización de los Becerril cobraba 
la coima.

Héctor Becerril habría llevado al ex alcal-
de de Chiclayo David Cornejo Chinguel ante 

T al vez el rasgo que mejor defi na 
a una sociedad abierta y desa-
rrollada sea la manera como re-
suelve sus diferencias. Esto es, los 
procedimientos que, de forma 

natural, sigue ante un problema o diferencia. 
La tipología de los problemas variará de país 
en país, y sin duda circundará temáticas más 
complejas y duras donde los recursos sean más 
escasos, pero no es la presencia de los mismos lo 
que diferencia a un país de otro, sino la manera 
como los resuelven. Léase, cómo la sociedad los 
aborda, estudia, debate y soluciona. 

Países que gozan de una estable y longeva ca-
lidad institucional actúan, frente a problemas o 
diferencias, con una mirada estructurada, inves-
tigan las razones subyacentes y luego estudian 
el fenómeno de manera holística: buscan enten-
der cuáles son los mecanismos, actores, precon-
diciones, aceleradores, y otros que explican lo 
ocurrido. Luego atienden las mejoras, primero 
–cuando la crisis lo permite– en pequeña escala 
y, conforme la evidencia lo sustente, las univer-
salizan. En el tiempo se informa y se evalúa, de 
tal manera que se puedan hacer ajustes y, sobre 
todo, se puedan prevenir casos similares. 

Donde las instituciones son precarias y la cul-
tura de debate es frágil e inmadura, las respues-
tas a las crisis o problemas son, no opuestas, sino 
diferentes: primero se genera un gran barullo, 
luego se aboca a la riña una plétora de advenedi-
zos, se niega el debate estructurado y alturado, 
y casi de inmediato se pasa a las respuestas (lo 
que advierte la falta de refl exión), la mayoría de 
veces regulatorias y universales. Ahí ‘acaba’ el 
problema (o, por lo menos, la preocupación so-
bre el mismo)… hasta que se presenta de nuevo. 

El caso de la prohibición del uso de motos por 
dos personas en el distrito de Mirafl ores es de 
manual: un asalto perpetrado por dos sujetos 

en una moto, el 4 de 
febrero pasado, ge-
nera un revuelo en 
redes y medios. No 
habían pasado ni 24 
horas y ya el alcalde 
del distrito ‘conside-
raba’ prohibir, por 
ordenanza munici-
pal, el uso de motos 
por dos pasajeros. 
Tan solo diecisiete 

días después, el 21 de febrero, el Concejo Muni-
cipal de Mirafl ores aprobó una iniciativa legis-
lativa para que la prohibición no sea solo para el 
distrito, sino a nivel nacional. Y si bien el proyecto 
seguramente morirá en el tiempo, lo que sí es se-
guro es que el ‘problema’, al menos para el alcal-
de de Mirafl ores, terminó ahí. Incluso si se vuel-
ve a presentar un asalto similar, la respuesta será 
que la solución ya está en manos del Congreso. 

¿Se realizó algún debate informado entre 
expertos o un estudio sobre lo que piensan los 
peruanos al respecto, se presentó alguna eviden-
cia local o internacional que sustente la iniciati-
va, un plan piloto… algo? Por supuesto que no. 

El caso de las motos, por cierto, no es único 
ni extraño. Desde la estructura pública o priva-
da de Sedapal hasta la libertad sobre el uso por 
niñas de faldas o pantalones en los colegios, la 
mecánica y secuencia es siempre la misma: gri-
tos, insultos, propuestas regulatorias… y luego, 
a otra crisis con igual vehemencia. 

Si queremos resolver nuestros problemas, 
debemos partir por cambiar la forma como 
los abordamos. Con el tiempo, quién sabe, la 
cultura de advertir, debatir, analizar, evaluar 
y sancionar podría calar en nuestra sociedad, 
de modo que los problemas y las crisis se con-
viertan en oportunidad para implementar 
mejoras, y no para el populismo y la demago-
gia que se ve hoy. 

M ientras la ma-
yor parte de los 
líderes políti-
cos nacionales 
se encuentran 

enfocados en las revelaciones de 
Odebrecht en Brasil, la población 
de diversas regiones del país se está 
viendo crecientemente afectada por 
el paro indefi nido de los transportis-
tas de carga. La paralización incluye 
bloqueos de carreteras, uno de los 
cuales impide –con más de 2.000 
camiones– el ingreso y salida de la 
ciudad de Arequipa. El bloqueo ge-
nera problemas de abastecimiento a 
la población, incumplimiento de contratos de 
exportación y, sobre todo, el derecho constitu-
cional al libre tránsito por el territorio nacional. 

Cuando se produce un bloqueo de carre-
teras, los afectados voltean la mirada hacia el 
presidente de la República para que resuelva 
el problema. Pero lo cierto es que no es el único 
que debe sentirse involucrado. Al defensor del 
Pueblo le corresponde “defender los derechos 
constitucionales de la persona y la comunidad”. 
Al Ministerio Público –la fiscalía– promover 
la acción judicial “en defensa de la legalidad 
y de los intereses públicos”. Y, en el Poder Eje-
cutivo, con la Policía Nacional, mantener el 
orden público “para permitir el libre ejercicio 
de los derechos fundamentales de la persona 
consagrados en la Constitución”. Es decir, son 
muchas instituciones las que deben asumir su 
responsabilidad en la defensa de un derecho 
fundamental como el libre tránsito. 

Naturalmente, la mayor responsabilidad 
recae en el presidente Martín Vizcarra. Él debe 
conducir la estrategia para resolver pacífi ca-
mente el conflicto. No es una tarea fácil. Sus 
antecesores Alan García y Ollanta Humala fra-
casaron reiteradas veces, el peor de los cuales 
fue el bloqueo de la carretera Fernando Belaun-
de en el 2011. Ese bloqueo, conocido como el 
‘baguazo’, culminó con la muerte de 34 perso-
nas, incluyendo 24 policías, cuando García dio 
la orden de proceder al desalojo mediante un 
operativo muy mal diseñado y sin los recursos 
apropiados. 

Vizcarra también tiene experiencia en con-
flictos sociales solo que desde el otro lado. 
Fue uno los líderes del ‘moqueguazo’ en el 
2008. El confl icto se inició por unas decla-
raciones de Vizcarra, entonces decano 
del Colegio de Ingenieros de Moquegua, 
cuestionando el reparto de las regalías 
mineras que afectaban a su región. 
Se organizó un Frente de Defensa 
que bloqueó la carretera y tomó 
de rehenes a policías. Finalmen-
te, el confl icto se resolvió a favor 

Keiko Fujimori, para presentarlos. 
Después, lo invitó a formar parte de 
Fuerza Popular.

El tipo de personaje es conocido. 
Presenta a los superiores con la inten-
ción de mostrar poder político. Utili-
za a la organización política y, en este 
caso, a su lideresa, para avanzar en su 
capacidad criminal. 

Fuerza Popular debería ser el pri-
mer partido en pedir el levantamien-
to del fuero a Héctor Becerril. No pa-
ra obviar el debido proceso, sino al 
revés, para que sea la justicia la que 
investigue esta gravísima denuncia.

El caso del porcelanato se refi ere a 
la banda denominada Los Temerarios del Cri-
men. Según Gonzales Yep, la lideraría Héctor 
Becerril.

A este caso hay que sumar los antecedentes 
del congresita Becerril. Fue parte del entorno 
de Edwin Oviedo en un caso en que se llegó al 
asesinato (Caso Los Wachiturros).

Héctor Becerril resulta involucrado, tam-
bién, con la organización Los Cuellos Blancos 
del Puerto (ex jueces Ríos e Hinostroza). Fue, 
además, acusado de tráfi co de infl uencias en 
el caso del otrora Consejo Nacional de la Ma-
gistratura.

Becerril fue permanentemente blindado por 
Fuerza Popular. No sorprende. Se ha caracteri-
zado por ser el mastín de su ofensiva política, el 
experto en denunciar y defender rabiosamente.

Becerril fue parte de la avanzada en la cace-
ría de Pedro Pablo Kuczynski y los denomina-
dos ‘avengers’.

Hay delincuentes que desarrollan el perso-

de Moquegua y sin muertes que la-
mentar. Vizcarra declaró entonces 
que estaba en contra del bloqueo 
pero que creía que el motivo era 
justo. Su fama de buen negociador 
lo llevó a ser elegido luego gober-
nador de su región. Zenón Cuevas, 
quien tuvo una participación más 
activa en el bloqueo, fue luego en-
juiciado y absuelto. Es el actual go-
bernador regional. 

No todos los bloqueos tienen 
por propósito lograr un 
beneficio regional. 
En muchos casos, 
tienen agendas 

políticas y económicas ocul-
tas. En el caso del largo con-
fl icto de Valle de Tambo, en Are-
quipa, confl uyen políticos ambien-
talistas y ultraizquierdistas opuestos a la 
inversión minera con agricultores teme-
rosos de que la mina afecte la disponi-
bilidad de agua y que eleve los costos 
de sus jornaleros. Esta confl uencia 
de intereses llevó a violentos en-
frentamientos en el 2015, en-
cabezados por los llamados 
‘espartambos’, expertos en el 
lanzamiento de piedras con 
huaraca. Lograron enton-
ces paralizar el proyecto 
Tía María, una inversión 
de 1.400 millones de 
dólares que solo en 
la construcción ge-
neraría más de 3 
mil empleos di-
rectos. 

“No todos los bloqueos 
tienen por propósito lograr 

un benefi cio regional. 
En muchos casos, tienen 

agendas políticas y 
económicas ocultas”. 

“Si queremos 
resolver 
nuestros 

problemas, 
debemos partir 
por cambiar la 
forma como los 

abordamos”.
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naje de Cid Campeador. Hacen, así, que el 
grupo dependa de ellos. Se hacen indispen-
sables, obtienen poder. Obtenido el poder, 
delinquen, se cubren y extienden sus redes.

Se puede pensar que una organización 
política sea parte de los negocios criminales. 
Lo que se ve en esta denuncia, al menos, pa-
rece distinto. Se parece más a la utilización 
de una organización política por la organi-
zación criminal.

Hay mucho por investigar de esta em-
presa que se adjudicó esta obra en Chiclayo. 
También se adjudicó la construcción del 
tramo faltante de la obra Vía Costa Verde-
Callao, por casi 59 millones de soles, bajo 
el gobierno del hoy prófugo Félix Moreno.

En la impunidad y la corrupción no solo 
está implicado Héctor Becerril. Hay otros 
congresistas aludidos. También hay fi scales, 
alcaldes, jueces.

Investigar y sancionar a estas pequeñas 
“odebrechts” es tan importante como des-
entrañar los negocios sucios de las grandes. 

El Congreso tiene que deslindar tajante-
mente. Tiene que demostrarle a la ciudada-
nía que no pacta con la corrupción. 

El Congreso, además, debe estudiar lo 
que ha pasado y debe legislar en consecuen-
cia. No podemos ser tan ingenuos de pensar 
que, pasados a la justicia los personajes, se 
deshacen los mecanismos de la corrupción.

El lunes, no solo se va a resolver el destino 
del congresista Héctor Becerril. También 
se juega, en parte, el destino del Congreso. 

Sabremos si el Congreso es capaz de fi sca-
lizar. Y, en consecuencia, sabremos si el Con-
greso es capaz de representar a la nación.
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En el confl icto del Valle de 
Tambo participaron ex re-

servistas del Ejército vin-
culados a Antauro Hu-
mala que cobraban un 
jornal de 30 a 50 soles 

diarios por su ‘trabajo’ 
pero también varios políti-

cos de izquierda locales que fue-
ron descubiertos extorsionando a la 
empresa minera con ofrecimientos de 
resolver el conflicto. La extorsión es 
otra característica frecuente en estos 
conflictos. Hace ya varias semanas, 
por ejemplo, que está bloqueada la 
carretera de salida del mineral de 
Las Bambas. Según diversas investi-
gaciones, quienes han convencido 
a la comunidad de Fuerabamba de 
bloquear esa carretera son los abo-
gados que la asesoran, a cambio 
de recibir una jugosa comisión si 
tienen éxito en la presión a la em-
presa minera.

El bloqueo de carreteras es 
un delito que debe ser comba-
tido con inteligencia para iden-
tifi car y sancionar a sus promo-
tores, pero una vez producido 
debe ser enfrentado con es-
trategia policial y militar para 
asegurar su éxito. Las Fuerzas 
Armadas no deben intervenir 
directamente para evitar un 
exceso de violencia, pero sí 
deben ser comprometidas a 
brindar apoyo logístico. La 

Policía Nacional es la indi-
cada para actuar, pero de-
be hacerlo con una estra-
tegia bien diseñada y con 
superioridad de recursos. 
Pero todas las institucio-
nes del Estado deben hacer 
su tarea, incluido el Poder 
Judicial, que con demasia-
da frecuencia termina ex-
culpando a los responsa-
bles de estos delitos. 


